[image: logo1.jpg]



[bookmark: PLey]PROYECTO DE LEY

COOPERADORAS ESCOLARES DE CABA
Capítulo I: “Derechos y Obligaciones”
Artículo 1º: La Ciudad Autónoma de Buenos Aires garantiza -conforme la Ley de Educación Nacional Nro. 26.206/2006, la Ley de Cooperadoras Escolares Nro. 26.759/2012 y la Ordenanza J Nro. 35.514 (B.M. 06/02/80)- la participación de las familias y de la comunidad en las instituciones escolares de gestión estatal dependientes del Ministerio de Educación de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a través de las Asociaciones Cooperadoras escolares, como ámbito de participación de la comunidad en el proyecto educativo institucional.
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Artículo 2°: La implementación de las acciones previstas en la presente ley se regirán por los siguientes principios generales:
a) Integración de la comunidad educativa.
b) Democratización de la gestión educativa.
c) Mejora de los establecimientos escolares.
d) Fomento de prácticas solidarias y de cooperación.
e) Promoción de la igualdad de trato y oportunidades.
f) Promoción de la inclusión educativa.
g) Defensa de la educación pública.
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Artículo 3º: El Ministerio de Educación dictará las normas específicas para promover la creación y el fortalecimiento de las asociaciones cooperadoras escolares, el reconocimiento de las ya existentes y el seguimiento y regulación de su funcionamiento. Implementará mecanismos para asesorar y facilitar las tareas de las cooperadoras.
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[bookmark: _heading=h.8nnh03bhlzo1]Artículo 4°: El Ministerio de Educación implementará un registro y establecerá el marco normativo que permita a las cooperadoras escolares la administración de sus recursos. 

Artículo 5º: Las cooperadoras escolares estarán integradas por madres, padres, tutores, representantes legales de las niñas, niños y jóvenes, ex alumnos, y otros miembros de la comunidad. Se debe ampliar y no restringir la posibilidad de ser miembro de la Comisión Directiva. La composición de la misma y duración de los mandatos serán los que establezcan los estatutos de cada Cooperadora.

Artículo 6: Las cooperadoras escolares deberán dictar sus respectivos estatutos regulando su organización, funcionamiento y elección de sus autoridades, acorde a los lineamientos generales de cada jurisdicción.

Artículo 7°: La Dirección del establecimiento arbitrará las medidas necesarias para asegurar el desarrollo de las actividades de las Cooperadoras en un espacio físico determinado a tal efecto y permanente.

Artículo 8°: Funciones. Son funciones de las cooperadoras:
a) Participar en acciones que tiendan a la promoción de la igualdad y el fortalecimiento de la ciudadanía democrática en las instituciones educativas.
b) Contribuir al mejoramiento de la calidad de las condiciones del espacio escolar, colaborando en el mantenimiento y las mejoras del edificio escolar y su equipamiento, así como en el control de las obras de refacción en proceso o pendientes de realización; a este fin, se conformarán Comisiones de Seguimiento por escuela. Las Cooperadoras integrarán dichas Comisiones sin que esto implique responsabilidad alguna sobre la ejecución de las mismas, toda vez que dicha responsabilidad pesa por normativa en la materia, sobre las y los funcionarios del Gobierno de la Ciudad y de las empresas intervinientes.
c) Organizar distintas actividades culturales, sociales y recreativas de carácter solidario e inclusivo en el marco del fortalecimiento de la comunidad educativa.
d) Participar de los espacios institucionales de cada centro educativo.
e) Realizar actividades solidarias con otras escuelas o articuladas entre distintas cooperadoras escolares
f) Percibir y ejecutar subsidios destinados a obras y mantenimiento edilicio de los establecimientos educativos, la dotación de mobiliario y equipamiento, la adquisición de útiles, materiales didácticos y bibliográficos.


Capítulo II: “Patrimonio”
Artículo 9: Las cooperadoras escolares, podrán integrar sus fondos y patrimonio de la siguiente manera:
a) Recibir aportes y subsidios que otorguen las autoridades nacionales, provinciales o municipales.
b) Recibir contribuciones de sus integrantes, las que en ningún caso serán obligatorias para éstos.
c) Recaudar fondos a través de la realización de actividades culturales, recreativas y artísticasque promuevan la participación de la comunidad, así como recibir contribuciones y/o donaciones de particulares, empresas y organizaciones de la sociedad civil.
En ningún caso los fondos percibidos por estas contribuciones podrán tener como contrapartida su publicación explicitada en términos publicitarios o propagandísticos del donante sean entes privados o públicos.

Artículo 10º: De forma. –





FUNDAMENTOS

La cooperadora escolar es un conjunto de personas unidas con el único objetivo de trabajar mediante acciones igualitarias que buscan resguardar derechos de todas y todos los alumnos articulando los principios del voluntariado, la solidaridad y el bien común para el conjunto.
De este modo, las familias, las y los miembros de la comunidad en general y de la comunidad educativa en particular trabajan como voluntarias y voluntarios, motivadas y motivados por valores de solidaridad y participación social, donando parte de su tiempo, trabajo y conocimientos en forma desinteresada y responsable.
En las instituciones educativas, las cooperadoras forman parte de un amplio mecanismo de colaboración gratuita y voluntaria conformada por las familias, donde se articulan con organismos oficiales con los únicos fines de satisfacer las necesidades básicas y garantizar el derecho a la educación de las y los alumnos de la escuela pública.
Entonces, cómo podemos definir: ¿qué es una cooperadora escolar en términos legales?
Una Cooperadora Escolar es una asociación sin fines de lucro que suma voluntades de todas y todos sus participantes para fomentar, incentivar y articular distintas acciones que aporten a mejorar la calidad de la educación (Silveiro, 2021). 
En sí, se trata de una organización coordinada en el ámbito de la economía social, donde se destacan elementos relacionados con la integración social, la igualdad, la solidaridad, la cooperación, el despliegue de capacidades asociativas, vínculos horizontales y obligacionales de pertenencia y reciprocidad, pluralidad, compromiso, participación democrática, relación de diálogo, entre otros.
Su estructura implica un funcionamiento democrático en un marco de vínculos solidarios, aplicando los principios y valores establecidos en nuestra Constitución Nacional y de acuerdo con los tratados internacionales de derechos humanos. 
Las cooperadoras escolares forman parte de una centenaria tradición de asociaciones comunales que trabajan en el fortalecimiento de las instituciones educativas. Su relevancia histórica y sus acciones en la coyuntura actual de articulación de políticas públicas en función de los tratados internacionales de derechos humanos, hacen de la cooperadora escolar un elemento de importancia capital en la garantía del derecho a la educación y la defensa de la escuela pública.
En el caso particular de la Ciudad, esa importancia se ve plasmada además en la Ley 3.372 Fondo Único Descentralizado de Educación del año 2009, que incorpora a las cooperadoras escolares en los mecanismos de ejecución del presupuesto destinado a cada establecimiento educativo de gestión estatal.
En la actualidad, las cooperadoras son responsables de consensuar y generar vínculos óptimos con las autoridades de cada institución donde funcionan, a los fines de poder ejercer la ejecución de subsidios como también los recursos conseguidos por el trabajo propio. De ese modo, son igualmente responsables exclusivos, en forma solidaria e ilimitada, ante los efectos del resultado de la rendición los subsidios en virtud de la resolución que emite el control ejercido por el Estado. 
La tarea de las cooperadoras escolares se vuelve así particularmente sensible, encomendadas como están a la administración de fondos públicos a través de personas no profesionales y voluntarias, cargando sobre ellas la responsabilidad de la administración sin contar con los derechos de recibir capacitaciones ni herramientas competentes como función fundamental del rol del Estado.
En síntesis, el rol de la cooperadora es de suma importancia dentro de nuestra sociedad, velando por la inclusión e igualdad de las y los alumnos, brindando y gestionando herramientas de apoyo a quien lo necesite porque ése es su derecho. Las cooperadoras escolares resultan a la vez un gran ejemplo de integración, igualdad, y ejercicio de la democracia que transmite confianza a la comunidad escolar, y un instrumento clave en la defensa de la escuela pública.
Considerando entonces la relevancia histórica de las cooperadoras escolares en la garantía del derecho a la educación y la coyuntura actual de articulación de políticas públicas en función de los tratados internacionales de derechos humanos, el fortalecimiento de esas organizaciones se vuelve urgente. En esa línea, la educación y comunicación participativa son aspectos fundamentales para su apuntalamiento:
Son dos herramientas fundamentales para que las organizaciones amplíen su capital cultural y simbólico, y transiten así un camino hacia su consolidación como actores de la economía social y solidaria. Implementar procesos de capacitación con alternancia y continua entre sus miembros permita mejorar sus capacidades de gestión, y contar con buenos dispositivos de comunicación interna y hacia fuera, las hace visibles y previsibles en su desempeño (Caracciolo y Foti, 2013, p. 25).


En el preámbulo de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de 1996 se plantea el compromiso de “organizar sus instituciones y promover el desarrollo humano en una democracia fundada en la libertad, la igualdad, la solidaridad, la justicia y los derechos humanos” (el resaltado es nuestro). También se reconoce el “imperio de la Constitución Nacional” que, a partir de su reforma del año 1994, establece en el art. 75 inciso 22 el mecanismo por el cual se suscribe a los distintos tratados internacionales en materia de Derechos Humanos. 
Es así que se incorpora al cuerpo legislativo nacional, entre otras herramientas jurídicas, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, cuyo art. 13 define a la educación como un derecho fundamental de todas las personas. Ya en el histórico art. 14 de la Constitución de la Nación Argentina se contemplaba el derecho de toda persona a “enseñar y aprender”. El mencionado Pacto y la correspondiente Observación general N° 13 desarrollada en el año 1999 por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, amplían y detallan la renovada dimensión de este derecho.
En el año 2006 se promulga la Ley 26.206 de Educación Nacional con el objeto de aportar el marco regulatorio del derecho “personal y social” a la educación (art. 2) en sintonía con el paradigma de ampliación de derechos que implica la suscripción a nivel constitucional de los distintos tratados internacionales. En su Capítulo II plantea los fines y objetivos de la política educativa nacional en diálogo con esos tratados, y recuperamos aquí especialmente que en el art. 11 inciso “i” se estipula “asegurar la participación democrática de docentes, familias y estudiantes en las instituciones educativas de todos los niveles”. 
En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, esa injerencia ciudadana en la vida institucional de las escuelas estaba ya contemplada en la Constitución de la Ciudad. En su art. 24, además de asumir “la responsabilidad indelegable de asegurar y financiar la educación pública, estatal laica y gratuita en todos los niveles y modalidades”, planteaba la necesidad de organizar un sistema educativo que “asegure la participación de la comunidad y la democratización en la toma de decisiones”. 
El esbozo de estos marcos normativos permite dimensionar la coyuntura actual de promoción de vínculos solidarios y democráticos en la que se inscriben las cooperadoras escolares. 
[bookmark: _heading=h.gjdgxs]Por todo esto, desde las propias cooperadoras escolares, entendemos que resulta necesario la construcción de un marco legislativo que defina y regule claramente la constitución y funcionamiento de las cooperadoras escolares, a fin de garantizar su conformación y consolidación, facilitando su funcionamiento y promoviendo la participación de la comunidad en todas las escuelas públicas de la Ciudad.
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